
III. Otras disposiciones

MINISTERIO DE JUSTICIA

32915 ORDEN de 12 de noviembre de 1982 por la que 
se acuerda el cumplimiento de la sentencia dicta­
da por la Sala de lo Contencioso-Administrativo 
de la Audiencia Territorial de Granada, en el re­
curso 71 del año 1982, interpuesto por don Inocente 
Ortega Gómez.

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo con nú­
mero 71 del año 1982, seguido en única instancia ante la Sala 
de io Ccntencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial 
de Granao: por don-Inocente Ortega Gómez, contra la Admi­
de Granada por don Inocente Ortegá Gómez contra la Admi- 
del Estado, sobre liquidación de la cuantía de los trienios efec­
tuada al interesado por el Habilitado, por no haber sido practi­
cada conforme a lo dispuesto en el Real Decreto-ley 70/1978, 
de 29 de diciembre, al no haberle sido aplicada la cuantía que 
a la proporcionalidad 8 le corresponde como Oficial de la Ad­
ministración de Justicia y ante el silencio administrativo apli­
cado a la reclamación del referido Oficial, se ha dictado sen­
tencia, por la mencionada Sala, con fecha 28 de septiembre de 
1982, cuya parte dispositiva dice .así:

«Fallamos: Que, estimando en parte el recurso contencioso- 
administrativo interpuesto por don Inocente Ortega Gómez con­
tra la denegación tácita de las reclamaciones formuladas ante 
la Subsecretaría del Ministerio de Justicia, anulándose por no 
ser conforme a derecho los actos impugnados, reconociéndose 
en su lugar el derecho que asiste al funcionario recurrente a 
que se le abone durante el año mil novecientos setenta y ocho 
el importe de los trienios devengados como Oficial a razón de 
mil seiscientas pesetas trienio mensual, y en el año mil nove­
cientos setenta y nueve, a mil setecientas setenta y seis pese­
tas mensuales, o sea, cuatro trienios que como tal tenía deven­
gados en uno, y otro año; lo que conlleva que la Administra­
ción debe abonarle la diferencia entre lo percibido, por este 
concepto, durante los dos años citados, y lo que realmente 
le corresponde con arreglo a la cuantía fijada anteriormente, 
y absolviéndole del resto de las pretensiones de la demanda; 
sin expresa condena en costas. Una vez firme esta sentencia 
oon certificación literal de la misma, devuélvase el expediente 
administrativo al Centro de procedencia.

Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos—Firmada y rubricada.»

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo esta­
blecido en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso- 
Administrativa de 27 de diciembre de 1953, ha dispuesto que 
sé cumpla en sus propios términos la expresada oondena.

Lo digo a V. I. para su conocimiento - efectos.
Dios guarde a V. I.
Madrid, 12 de noviembre de 1982.

CABANILLAS GALLAS

Ilmo. Sr. Secretario Técnico de Relaciones con la Administra­
ción de Justicia.

32916 ORDEN de 12 de noviembre de 1982 por la que 
se acuerda el cumplimiento de la sentencia dicta- 
da por la Sala de lo Contencioso-Administrativo 
de la Audiencia Territorial de Granada, en el re­
curso número 558 del año 1981, interpuesto por 
don Juan Aranda Quiles.

Ilmo. Sr.; En el recurso contencioso-administrativo oon nú­
mero 858 del año 1981, seguido en única instancia ante la Sala 
de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de 
Granada por don Juan Aranda Quiles contra la Administración 
Pública, representada y defendida por el Abogado del Estado, 
sobre liquidación de la cuantía de los trienios efectuada al in­
teresado por el Habilitado, por no haber sido practicada con­
forme a lo dispuesto en el Real Decreto-ley 70/1978, de 29 de 
diciembre, al no haberle sido aplicada la cuantía qué a la pro­
porcionalidad 8 le corresponde como Oficial de la Administra­
ción de Justicia y ante el silencio administrativo aplicado a la 
reclamación del referido Oficial, se ha dictado sentencia por 
la mencionada Sala, oon fecha 11 de octubre de 1982, cuya 
parte dispositiva dice así:

«Fallamos: Que debemos estimar y estimamos el recurso 
contencioso-administrativo interpuesto por don Juan Aranda Qui­
les contra la denegación tácita de la reclamación formulada 
ante el Subsecretariodel Ministerio de Justicia, anulándose, por 

ño ser conforme a derecho, el acto Impugnado, reconociéndose 
en su lugar el derecho que asiste al funcionario recurrente a 
percibir durante el año mil novecientos setenta y ocho los trie­
nios que tiene reconocidos, a razón de mil seiscientas pesetas 
.trienio mensual, y en el año mil novecientos setenta y nueve, a 
mil setecientas setenta y seis pesetas mensuales cada trienio; 
lo que conlleva que la Administración debe abonarle, la diferen­
cia entre !o percibido, por este concepto, durante los dos años 
citados y lo que realmente le corresponde oon arreglo a la cuan­
tía fijada anteriormente; todo ello sin hacer mención especial de 
las costas. Una vez firme esta sentencia con certificación li­
teral de la misma, devuélvase el expediente administrativo al 
Centro de procedencia.

Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos—Firmada y rubricada.»

En su virtud, este Ministerio, de conformidad oon lo estable­
cido en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Ad- 
ministrativa de 27 de diciembre de 1958, ha dispuesto que se 

cumpla en sus propios términos la expresada condena.
Lo digo a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 12 de noviembre de 1982.

CABANILLAS GALLAS

Ilmo. Sr. Secretario Técnico de Relaciones con la Administra­
ción de Justicia. 

MINISTERIO DE DEFENSA

32917 ORDEN 111/01919/1982, de 25 de octubre, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 1 de 
julio de 1982 en el recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por don Daniel Ayuso Bolaños, Sar­
gento de Infantería, Caballero Mutilado Perma­
nente.

Excmos. Sres.; En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Daniel 
Ayuso Bolaños, Sargento de Infantería, quien postula por si 
mismo, y de otra, como demandada, la Administración Pública, 
representada y defendida por el Abogado del Estado, contra 
Resoluciones del Ministerio de Defensa de 13 de noviemhre 
de 1978 y 9 de enero de 1979, se ha dictado sentencia con fecha 
1 de Julio de 1982, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso conten­
cioso-administrativo interpuesto por don Daniel Ayuso Bolaños, 
representado y defendido por el Letrado señor Sans Sans, contra 
Resoluciones del Ministerio de Defensa de trece de noviembre 
de mil novecientos setenta y ocho y nueve de enero de mil 
novecientos setenta y nueve, debemos declarar y declaramos 
no ser las mismas, en parte, ajustadas a derecho y, en conse­
cuencia, las anulamos, asimismo, parcialmente, reconociendo, 
en cambio, a dicho recurrente el derecho que tiene a percibir 
el complemento de destino por responsabilidad en la función, 
desde la fecha de su antigüedad económica en el empleo de 
Sargento hasta la entrada en vigor de la Ley cinco/mil nove­
cientos setenta y seis, de once de marzo, condenando a la 
Administración al pago de las cantidades que resulten, sin 
expresa imposición de costas.

Firme que sea la presente sentencia, remítase testimonio de 
la misma con el expediente administrativo al Ministerio de 
Defensa, para su ejecución y cumplimiento.

Asi por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certifica­
ción al rollo, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1958, y en uso de las facultades que me confiere 
el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa número



54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a VV. EE.
Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 25 de octubre de 1982.—Por delegación, el Secretario 

general para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico 
Michaviia Paliarés.

Excmos. Sres. Subsecretario de Política de Defensa y General 
Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

32918 ORDEN 111/01920/1982 de 25 de octubre, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 6 de 
mayo de 1982 en el recurso contencioso-adminis- 
trativo interpuesto por don Julián Illera Botrán, 
Sargento de Infantería, Caballero Mutilado Perma­
nente.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una. como demandante, don Julián 
Illera Botrán, Sargento de Infantería, quien postula por sí mis­
mo. y de otra, como demandada, la Administración Pública, 
representada y defendida por el Abogado del Estado, contra 
Resoluciones del Ministerio de Defensa de 24 de agosto y 20 de 
diciembre de 1978, se ha dictado sentencia con fecha 6 de mayo 
de 1982, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos- Que estimando parcialmente el recurso coriten- 
cioso-administrativo interpuesto por don Lorenzo Sans Sans, Abo­
gado en ejercicio, en nombre y representación de don Julián 
Hiera Botrán, contra Resoluciones del Ministerio de Defensa de 
veinticuatro de agosto y veinte de diciembre de mil nove­
cientos setenta y ocho, debemos declarar y declaramos no ser 
las mismas, en parte, ajustadas a derecho y, en consecuencia, 
las anulamos, asimismo, parcialmente, reconociendo, en cambio, 
a dicho recurrente el derecho que tiene a percibir el comple­
mento de destino por responsabilidad en la funéión, desde la 
fecha de la efectividad económica de su ascenso a Sargento, 
hasta la entrada en vigor de la Ley cinco/mil novecientos 
setenta y seis, de once de marzo, condenando a la Adminis­
tración al pago de las cantidades que resulten en este proceso 
y no hacemos expresa imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confiere 
el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa número 
54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a VV. EE.
Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 25 de octubre de 1982.—Por delegación, el Secretario 

general para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico 
Michaviia Paliarés.

Excmos. Sres. Subsecretario de Política de Defensa y General
Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

32919 ORDEN 111/01921/1982, de 25 de octubre, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 22 
de junio de 1982 en el recurso contencioso-admi­
nistrativo interpuesto por don Paulino Fernández 
Martín, Sargento de Infantería, Caballero Mutilado 
Permanente.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Paulino 
Fernández Martín, Sargento de Infantería, quien postula por sí 
mismo, y de otra, como demandada, la Administración Pública, 
representada y defendida por el Abogado del Estado, contra 
Resoluciones del Ministerio de Defensa de 11 de octubre de 1678 
y 9 de enero de 1979, se ha dictado sentencia con fecha 22 de 
junio de 1932, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso conten­
cioso-administrativo interpuesto por don José Granados Weil, 
Procurador de los Tribunales, en nombre y representación de 
don Paul ¡no Fernández Martí, contra Resoluciones de- Minis­
terio de Defensa de once de octubre de mil novecientos setenta 
y ocho y nueve de enero de mil novecientos setenta y nueve, 
debemos declarar y declaramos no ser las mismas, en parte, 
ajustadas a derecho y, en consecuencia, las anulamos, asi­
mismo, parcialmente, reconociendo, en cambio, a dicho recu­
rrente el derecho que tiene a percibir el complemento de destino 
por responsabilidad en la función, desde la fecha de la efecti­
vidad económica de su ascenso a Sargento, hasta la entrada en 
vigor de la Ley cinco/mil novecientos setenta y seis, de once

de marzo, condenando a la Administración al pago de las can ti- - 
dades que resulten en este proceso y no hacemos expresa impo­
sición .de costas.

Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956 y en uso de las facultades que me confiere 
el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa número 
54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
términos ia expresada sentencia.

Lo que comunico a VV. EE.
Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 25 de octubre de 1982 —Por delegación, el Secretario 

general para Asuntos de Personal, y Acción Social, Federico 
Michavila Pallarás.

Excmos. Sres. Subsecretario de Política de Defensa y General
Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

32920 ORDEN 111/01922/1982, de 25 de octubre, por la 
que se. dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 29 
de abril de 1982 en el recurso contencioso-admi­
nistrativo interpuesto por don Carlos García Santa- 
natalia, Teniente Coronel honorario de Infantería, 
Caballero Mutilado Permanente

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Carlos 
García Santanatalia, Teniente Coronel honorario, quien postula 
por sí mismo, y de otra, como demandada, la Administración 
Pública, representada y defendida por el Abogado del Estado, 
contra Resoluciones del Ministerio de Defensa de 10 de agosto 
y 24 de noviembre de 1978, se ha dictado sentencia con fecha 
29 de abril de 1982, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso contencio­
so-administrativo interpuesto por don José Granados Weil, Pro­
curador de los Tribunales en nombre y representación de don 
Carlos García Santanatalia, contra Resoluciones del- Ministerio 
de Defensa de diez de agosto y veinticuatro de noviembre de 
mil novecientos setenta y ocho, debemos declarar y declaramos 
no ser las mismas, en parte, ajustadas a derecho y, en conse­
cuencia, las anulamos, asimismo, parcialmente, reconociendo, 
en cambio, a dicho recurrente el derecho que tiene a percibir 
el complemento de destino por responsabilidad en la función, 
.desde la fecha de uno de abril de mil novecientos setenta y 
cuatro,, hasta la entrada en vigor de la Ley. cinco/mil nove­
cientos setenta y seis, de once de marzo, condenando a la Admi­
nistración al pago de las cantidades que resulten en este pro­
ceso y no hacemos expresa imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con Ib establecido en la Ley 
'reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confiere 
el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa núme­
ro 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a VV. EE.
Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 25 de octubre de 1982.—Por delegación, el Secretario 

general para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico 
Michaviia Paliarés.

Excmos. Sres. Subsecretario de Política de Defensa y General
Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

32921 ORDEN 111/01982/1982, de 3 de noviembre, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 1 de ju­
nio de 1982 en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Abilio Madero González, Briga­
da de Artillería, Teniente de Complemento, CMP.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Tercera de la Audien­
cia Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Abi- 
lio Madero González, brigada de Artillería, CMP, quien postula 
por sí mismo, y de otra, como demandada, la Administración 
Pública, representada y defendida por el Abogado del Estado, 
contra Resoluciones del Ministerio de Defensa, de 9 de agosto 
y 30 de octubre de 1978, se ha dictado sentencia con fecha 1 
de junio de 1982, cuya parle dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso conten­
cioso-administrativo interpuesto por don Abilio Madero Gonzá­
lez, en su propio nombre y derecho, contra Resoluciones del 
Ministerio de Defensa, de nueve de agosto y treinta de octubre


